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ASUNTO
La Sala resuelve lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve el ciudadano Nolberto Torres Ospina contra la Dirección de Ejecución Presupuestal del Ejército Nacional de Colombia.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Expuso el actor que remitió petición el 1º de septiembre pasado a la Dirección de Ejecución Presupuestal del Ejército Nacional, para que se dé solución a su pago de nómina ya que le adeudan un 20% del salario que le tienen retenido y que se le ha descontado desde el mes de noviembre de 2003, sin que a la fecha le hayan brindado respuesta verbal o escrita.
Que en la misma fecha envió otra petición a la referida entidad para solicitar el pago del subsidio de alimentación que se reconoce a su favor por los meses de julio, agosto y septiembre de 2010, frente a la cual, tampoco ha recibido contestación, e igualmente pidió el pago del subsidio familiar que se le adeuda desde el 28 de mayo de 2004 hasta el 31 de de diciembre de 2007, pero tampoco se le ha respondido.
Pretende que a través de este mecanismo se ordene al Ejército Nacional la cancelación de las acreencias salariales antes indicadas con el respectivo reconocimiento de intereses, pues aduce que se le están vulnerando sus derechos laborales irrenunciables.
La actuación.
Admitida la demanda y comunicada a los jurídicamente interesados, se pronunció el Subdirector de Personal del Ejército Nacional para informar que al actor Torres Ospina, se le envió respuesta a su requerimiento, de la cual anexa copia y solicita denegar la tutela.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

La proposición de la acción, tiene por objeto el amparo de los derechos al mínimo vital y de petición que el actor Torres Ospina edifica sobre supuestos fácticos que dirige contra la autoridad presupuestal del Ejército Nacional, tema sobre el cual debe la Sala pronunciarse en aras de establecer si existe quebranto de la Carta Política y en tal evento proceder a su protección.

SOLUCIÓN

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Interpretando esta Colegiatura la manifestación del accionante, se advierte la intención de procurar en su favor el pago de unas acreencias salariales devengadas con ocasión de su actividad como soldado profesional del Ejército Nacional, que –en su sentir- le han sido retenidas u omitido pagar con su nómina mensual, consistentes en un 20% del salario, el subsidio de alimentación y el subsidio familiar.
Frente al tema relacionado con el apercibimiento del salario derivado de un contrato de trabajo o de una vinculación estatutaria, legal o reglamentaria, la Sala debe precisar que no es la tutela la llamada en primer término a solucionar el conflicto, porque como de siempre lo ha sostenido, esta acción constitucional es excepcional y subsidiaria frente al ejercicio de los mecanismos de defensa que la ley confiere a los asociados.
Sobre el tema, ha precisado la Corte Constitucional:

“De conformidad con la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, la acción de tutela no procede, en principio, para ordenar la cancelación oportuna de las acreencias laborales pues el legislador ha establecido para ello un escenario judicial concreto: la jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social o la jurisdicción contenciosa administrativa, según sea el caso. De modo tal que es necesario analizar si, en este caso, se cumplen con los requisitos anteriormente reseñados, establecidos por la jurisprudencia de este Alto Tribunal para la procedencia de la acción de tutela.

“En primer lugar, se debe entrar a precisar si el problema que se debate es de naturaleza constitucional o no, es decir, si la actuación surtida por el demandado implica la vulneración de derechos fundamentales. Esta Sala considera que el no pago oportuno de los salarios y prestaciones sociales a los demandantes conlleva una vulneración al derecho al trabajo y al mínimo vital, pues impide que éstos atiendan en debida forma sus necesidades básicas de alimentación, vestuario, vivienda, educación, salud. 

“En segundo lugar, esta Sala debe examinar si existen pruebas que permitan corroborar la vulneración al derecho incoado por los demandantes, pues en caso contrario es necesaria la intervención de la jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa, pues, tal y colmo se ha manifestado, este no es el escenario idóneo para dirimir este tipo de conflictos”.
 
Como bien se desprende del libelo, el actor busca el pago de algunos factores salariales, cuya causación no acredita ya que sólo anexó un desprendible de pago ilegible, que corresponde al mes de octubre de 2003, pero no indica su tiempo de vinculación con el Ejército Nacional, tampoco demuestra la disminución salarial y al parecer, acorde con el pronunciamiento del funcionario de la Institución accionada, pretende el reconocimiento de un 20% adicional en su base de liquidación para completar un 60% que corresponde al reconocimiento hecho mediante el artículo 1º del Decreto 1794 de 2000, a lo soldados soldados voluntarios vinculados antes del 31 de diciembre de aquél año.
Todo indica que el accionante Torres Ospina se vinculó en la condición de soldado profesional a la institución armada a partir del 1º de noviembre de 2003 (folios 18 y 19), por lo que al parecer no le es aplicable el beneficio exclusivo para los soldados voluntarios que fungían como tales a 31 de diciembre de 2000 de acuerdo con la Ley 131 de 1985 y por ende solo se incrementa su salario mínimo en un 40%, de suerte que su aspiración al 20% adicional, se constituye en un conflicto de orden legal que debe ser debatido ante el respectivo juez natural, ya que por la vía expedita y sumaria consagrada en el artículo 86 Superior, no es procedente dilucidar este tipo de controversias.

En lo que respecta a los subsidios familiar y de alimentación, no acreditó que se hubiesen dejado de pagar, dado que con su demanda no acompañó los documentos necesarios para demostrar aquél desmejoramiento salarial, por lo que tampoco advierte la Corporación vulneración a su derecho al apercibimiento de un salario o a una acreencia laboral en su condición de solado profesional.
Por último y frente a la posible vulneración del derecho de petición, según lo informa el señor Subdirector de Personal del Ejército Nacional, a los memoriales enviados por el actor se les dio respuesta mediante comunicación remitida el 27 de septiembre último -a través de su correo institucional- cuya copia acompaña, documento al cual se le da pleno valor en atención a que proviene de una autoridad pública.
La Corporación podría advertir en principio que posiblemente existió una trasgresión al término otorgado para dar respuesta a la petición que en virtud del artículo 6 del Código Contencioso Administrativo es de 15 días, si nos atenemos a lo informando por el actor, quien dice haber remitido los escritos el 1º de septiembre de pasado, pero de ello no obra constancia alguna además de su afirmación, por lo que se desconoce el medio utilizado para su envío y la fecha en que efectivamente fue radicado en la oficina receptora. Aunque como ya se indicó el Jefe de la Sección de Procesamiento de Nóminas del Ejército, remitió respuesta el 27 de septiembre siguiente, sin que pueda concluirse el quebrantó de ese derecho fundamental.
Son suficientes los elementos de juicio obtenidos para que la Sala arribe a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no se acredita siquiera sumariamente por el actor violación de los derechos fundamentales reclamados, ya que las acreencias laborales que depreca no se encuentran bien identificadas, además de ser éstas de orden legal, por lo que habrá de negarse tal protección, y de otro lado, el derecho de petición fue satisfecho tal como lo acreditó la entidad accionada.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Declarar improcedente la protección de los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Nolberto Torres Ospina.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


   Secretario
� Sala Octava de Revisión, Sentencia T-093 de 15 de febrero de 2010, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.
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